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II.  DISPOSICIONES GENERALES

PRESIDENCIA

LEY 5/2008, de 25 de septiembre, de Subvenciones de la Comunidad de
Castilla y León.

Sea notorio a todos los ciudadanos que las Cortes de Castilla y León
han aprobado y yo en nombre del Rey y de acuerdo con lo que se esta-
blece en el artículo 25.5 del Estatuto de Autonomía, promulgo y ordeno
la publicación de la siguiente

LEY

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I. La gestión de subvenciones constituye una parte importante de la
actividad del sector público que es preciso considerar desde una doble
perspectiva: como modalidad del gasto público y como forma de inter-
vención administrativa dirigida a fomentar determinados comportamientos.

Como modalidad del gasto público, las subvenciones deben ajustar-
se necesariamente a la legislación presupuestaria. El gasto está sometido
al régimen presupuestario y ha de estar previsto en forma de crédito en
los presupuestos de cada Administración. La política presupuestaria
actual está orientada por los criterios de estabilidad y crecimiento eco-
nómico pactados por los países de la Unión Europea, que, además, en
España han encontrado expresión normativa en las leyes de estabilidad
presupuestaria. Como todo gasto público, el gasto correspondiente a las
subvenciones ha de estar sometido a la transparencia en la elaboración,
ejecución y control del presupuesto, así como en la asignación y gestión
de los recursos presupuestarios en un horizonte plurianual orientado por
los principios de eficacia, eficiencia y calidad de las finanzas públicas.

Desde la perspectiva administrativa, las subvenciones son una técni-
ca de fomento de determinados comportamientos en los diferentes cam-
pos en que los poderes públicos han de ejercer sus competencias. A tra-
vés de su concesión, las Administraciones Públicas fomentan la
consecución de actividades de utilidad pública o interés social o de pro-
moción de una finalidad pública. Esta vinculación de la concesión al
cumplimiento de un determinado objetivo, a la ejecución de un proyec-
to, a la realización de una actividad, a la adopción de un comportamien-
to singular o a la concurrencia de una situación justifica la propia activi-
dad administrativa de fomento, así como su naturaleza condicional so
pena de reintegro.

En su configuración legal es preciso conjugar esa doble perspectiva.
Así resulta de las previsiones de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre,
General de Subvenciones, y de su desarrollo reglamentario, que han esta-
blecido un régimen común para todas las Administraciones Públicas
mediante un conjunto de normas básicas. De esta forma, las subvencio-
nes comprendidas en su ámbito de aplicación se regirán, en primer lugar,
por estas normas básicas y, en segundo lugar, por la propia normativa que
cada Comunidad y Administración establezca.

II. Las normas básicas que contienen la Ley General de Subvencio-
nes y su reglamento afectan a los principales aspectos de las subvencio-

nes y condicionan y limitan de modo importante la legislación de la
Comunidad en la materia. Como afirma el Tribunal Constitucional, las
normas básicas constituyen un común denominador normativo a partir
del cual cada Comunidad puede legislar sin variarlo o contradecirlo.

Dentro de ese común denominador normativo, pueden señalarse
como más importantes las siguientes disposiciones:

– El establecimiento de un concepto de subvención, que es una de
las principales novedades de las normas básicas.

– La exigencia de concretar en un plan estratégico, antes de estable-
cer subvenciones, los objetivos y efectos que se pretenden con su
aplicación, el plazo necesario para su consecución, los costes pre-
visibles y sus fuentes de financiación. Este plan se supedita al
cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria.

– El establecimiento de unos requisitos previos para conceder cada
subvención: la aprobación de las normas que establezcan las bases
reguladoras, la existencia de crédito adecuado y suficiente para
atender las obligaciones de contenido económico que deriven de
la concesión de la subvención, la aprobación del gasto por el órgano
competente…

– La definición de los beneficiarios y las entidades colaboradoras,
así como una regulación detallada de sus obligaciones.

– La determinación de algunos de los extremos que ha de concretar
la norma reguladora de las bases de concesión de las subvenciones.

– Una regulación exhaustiva de la publicidad de las subvenciones
concedidas.

– Unas normas generales sobre los procedimientos de concesión.

– Una regulación detallada del procedimiento de gestión y justifica-
ción de las subvenciones.

– La determinación de causas de nulidad de la resolución de conce-
sión y de causas de reintegro.

– Normas sobre infracciones y sanciones.

Éstas y las restantes normas básicas delimitan el régimen jurídico de
las subvenciones que puede ser complementado por las Comunidades
Autónomas.

III. Hasta ahora, la regulación general de la Comunidad de Castilla y
León sobre las subvenciones era la establecida por los artículos 122, 122 bis
y 131 de la Ley 7/1986, de 23 de diciembre, de la Hacienda de la Comu-
nidad de Castilla y León. La importancia que han adquirido las subven-
ciones ha producido una diversificación de supuestos cuya complejidad
ha desbordado la regulación de esos artículos que, además, han acabado
por resultar desfasados, como consecuencia de las previsiones de las nor-
mas básicas. Esto hace necesaria una nueva regulación que esté a la altu-
ra de las circunstancias y que tenga por objeto complementar y desarro-
llar la normativa básica estatal, así como regular aquellos aspectos que
dichas normas básicas no regulen.

El texto de la ley está organizado en cinco títulos, siete disposiciones
adicionales, tres transitorias, una derogatoria y ocho finales.

El título I define como objeto de la ley la regulación de las subven-
ciones establecidas y otorgadas por entidades del sector público autonó-
mico en aquellos aspectos no previstos en la legislación básica estatal. Es


